Expte. n° 6366/08 “GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘Asesoría Tutelar CAyT n° 1 – Barrio Inta c/ GCBA s/ amparo (art. 14 CCABA)’”
Buenos Aires,           13              de mayo de 2009.
Vistas: las actuaciones indicadas en el epígrafe,

resulta:

1. El Asesor Tutelar a cargo de la Asesoría Tutelar n° 1 ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad inició una acción de amparo contra el GCBA, en los términos de la ley 104 y los arts. 14, 16 y 105 inc.1° CCABA, por violación al derecho a la información (fs. 27/30).
Afirmó haber tomado conocimiento de la existencia de dos asentamientos ubicados a escasos metros de las vías del ferrocarril Metropolitano – Transportes Metropolitanos Belgrano Sur SA, entre las estaciones Lugano y Madero, Barrio INTA, habitados por 17 familias que se encontraban en situación de emergencia habitacional, vulnerabilidad social, serio peligro de muerte y de riesgo a la integridad física.

En virtud de la eventual vulneración de derechos hacia sus representados menores de edad habitantes de dichos asentamientos, diligenció el oficio n° 495/07 dirigido al Ministerio de Derechos Humanos y Sociales a fin de solicitarle: 

1) indique si se ha efectuado un relevamiento de los mencionados asentamientos, y en caso afirmativo lo remita a dicho Ministerio Público Tutelar;
2) en caso que la respuesta sea negativa, efectúe y remita un relevamiento social de los grupos familiares que habitan dichos asentamientos, especificando nombre, apellido, edad y DNI, CI y/o pasaporte; especificar si existen casos de personas que presenten situación de discapacidad y/o enfermedad crónica y que requieran características edilicias que se adecuen a sus necesidades especiales;
3) indique las medidas implementadas para asistir los derechos vulnerados de las personas que habitan en los asentamientos, especificando mediante cuál o cuáles programas son asistidos, nombre, apellido, edad y DNI del titular de cada programa y composición de su grupo familiar especificando nombre, apellido y edad.


Dicho oficio no fue respondido, por lo cual fueron remitidos nuevos oficios reiteratorios, que tampoco fueron contestados, lo que motivó la interposición de la presente acción a fin de acceder a la información solicitada.

2. El GCBA presentó el correspondiente informe en los términos de la ley 104, y negó que exista violación al derecho a la información, habida cuenta que el organismo idóneo había tomado intervención en el tema de autos (fs. 31).

3. El Sr. Juez de primera instancia resolvió hacer lugar parcialmente a la acción de amparo interpuesta, ordenando en consecuencia al Ministerio de Desarrollo Social del GCBA que proporcione, en el plazo de tres días, la información contenida en los puntos 1 y 3 del oficio n° 495/07, bajo apercibimiento de aplicar sanciones conminatorias, de las que se hará responsable solidariamente al funcionario que obstruyere el cumplimiento de lo dispuesto; con costas a la vencida (fs. 6/7).

4. Ante las apelaciones deducidas por la actora y la demandada (esta última fundada a fs. 34/37 y contestada por la accionante a fs. 38/39), la Sala I de la Cámara en lo Contencioso Administrativo y Tributario decidió rechazar los recursos interpuestos por las partes, e imponer las costas en la alzada por el orden causado (fs. 8/11).

5. EL GCBA interpuso recurso de inconstitucionalidad contra dicha sentencia (fs. 1/5) que fue contestado por la actora (fs. 51/55) y denegado por la Cámara, por considerar que no se había logrado exponer adecuadamente un caso constitucional (fs. 57/58).

6. El GCBA cuestionó la denegatoria del recurso de inconstitucionalidad mediante la pertinente queja (fs. 16/23).

7. El Fiscal General Adjunto, en su dictamen, propició rechazar la queja (fs. 64/65).

Fundamentos

La jueza Ana María Conde dijo:
1. Si bien el recurso de queja interpuesto por la demandada fue deducido en tiempo oportuno (art. 33, LPTSJ), no puede prosperar, ya que no logra rebatir el fundamento en virtud del cual la Cámara declaró inadmisible el recurso de inconstitucionalidad: la ausencia de un genuino caso constitucional. 

2. Para cumplir adecuadamente con el recaudo formal de una correcta fundamentación de la queja, se requiere un relato claro y sucinto de los hechos de la causa, de la cuestión constitucional en debate y de la relación que existe entre ellos, como así también una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que se basa el auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad, extremos que no se verifican en la presente causa, ya que el GCBA insiste con los mismos argumentos planteados en el recurso de inconstitucionalidad (ver fs. 19 vta./22 vta., ap. V), sin exponer fundada y adecuadamente un caso constitucional, ni refutar la sentencia denegatoria del recurso de inconstitucionalidad.

Este Tribunal ya ha dicho reiteradamente que la ausencia de una crítica desarrollada y fundada destinada a rebatir argumentativamente los fundamentos por los cuales la Cámara resolvió no conceder el recurso, obsta a la procedencia de la queja puesto que la presentación resulta así privada del fundamento tendiente a demostrarla (cf. el Tribunal in re “Guglielmone, María Dolores s/ art. 74 CC s/ recurso de queja”, expte. nº 291/00, resolución del 22/03/2000; “Góngora Martínez, Omar Jorge s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: Góngora Martínez, Omar Jorge c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo (art. 14, CCABA)”, expte. nº 3264/04 y sus citas, resolución del 23/2/05).

3. Por otra parte, el recurso de inconstitucionalidad fue correctamente denegado por la Cámara, en tanto este tribunal sólo puede ingresar al conocimiento de un caso, cuando se trata de asuntos que versan sobre la interpretación o aplicación de normas de la Constitución Federal o de la Ciudad Autónoma, supuestos que no se verifican en este caso.

El recurrente pretende centrar el invocado “caso constitucional” en que la sentencia cuestionada “... incurrió en una arbitrariedad infiel y desnaturalizadora de los artículos de la norma vigente es decir de la Ley del derecho a la información n° 104, cuya interpretación en el caso es desvirtuada, pretendiéndose proteger derechos por el conducto amparista (art. 14 CCBA primer párrafo), lo que provoca un gravamen irreparable dado que su cumplimiento resulta de imposbole (sic) ejecución por la instancia administrativa de la manera planteada y en el término fijado ...” (fs. 3 vta.). Y continúa diciendo que lo decidido “... se aparta de lo establecido en el art. 2 de la ley 104. Los puntos 1° y 3° que se condena a cumplir lleva a la administración a tener que realizar una actividad especial para su cumplimiento, es decir investigación, censos, determinar cada caso en particular si tiene o no beneficio concedido ...” (fs. 4).

Como podemos apreciar, el debate que plantea el recurrente gira en torno a la interpretación que debe darse a una norma infraconstitucional (la ley 104) y su aplicación al caso de autos, pero ni siquiera intenta argumentar, con una mínima seriedad, que exista una estrecha vinculación entre lo decidido en la causa por la Cámara y algún derecho o principio constitucional. Esta falencia impide el progreso de la pretensión recursiva del GCBA, ya que el recurso de inconstitucionalidad no erige al Tribunal en una tercera instancia sobre hechos ni sobre derecho común, materias ajenas —en principio— al recurso de inconstitucionalidad que se intenta.
Por estos motivos, resulta aplicable, entonces, la reiterada doctrina del Tribunal según la cual “[l]a referencia ritual a derechos constitucionales si no se acredita precisa y fundadamente su cercenamiento, es insuficiente (...) ya que si bastara la simple invocación de un derecho o garantía de raigambre constitucional este Tribunal se vería convertido, de ordinario, en tercera instancia obligada de todos los pronunciamientos dictados por el Poder Judicial de la Ciudad” (conf. “Carrefour Argentina S.A. s/ recurso de queja”, expte. n° 131/99, resolución del 23/2/2000, en: Constitución y Justicia [Fallos del TSJ], t. II, p. 20 y siguientes).
4. En cuanto a la tacha de arbitrariedad deducida por el recurrente, constituye una mera discrepancia de la recurrente con la decisión del tribunal a quo, una apreciación puramente genérica de la recurrente, donde el supuesto agravio de carácter constitucional es mencionado sin fundamentación suficiente.
Que la parte recurrente discrepe con el razonamiento efectuado por la Cámara no significa que la sentencia devenga infundada y, por ende, arbitraria (cf. Constitución y Justicia [Fallos TSJ], Ed. Ad-Hoc, Buenos Aires, 1999, t. I, ps. 282 y ss., en: “Federación Argentina de Box c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción de inconstitucionalidad”, expte. n° 49/99, resolución del 25/8/99 y sus citas), pues “si el fallo apelado, dictado por los jueces de la causa, es fundado y serio, aun cuando pueda discutirse con base legal la doctrina que consagra o sus consecuencias prácticas, no resulta aplicable la jurisprudencia excepcional establecida en materia de arbitrariedad” (Fallos 237:69).

La misma Corte Suprema enfatizó que la doctrina de la arbitrariedad, dado su carácter excepcional, exige de quien la invoca la demostración rigurosa e inequívoca del vicio que atribuye al fallo recurrido (Fallos 303:387).

5. Por último, cabe agregar que resulta difícil visualizar cuál es el perjuicio o gravamen concreto que ostenta el GCBA, y que justifique resistir la condena judicial impuesta en autos.

De acuerdo a la sentencia dictada por el Sr. Juez de primera instancia y confirmada por la Cámara, el demandado debe facilitar al accionante información relativa a (i) si se ha efectuado un relevamiento de la situación de los habitantes de los asentamientos ubicados a escasos metros de las vías del ferrocarril Metropolitano – Transportes Metropolitanos Belgrano Sur SA, entre las estaciones Lugano y Madero, Barrio INTA, y en caso afirmativo lo remita al Ministerio Público Tutelar; y (ii) qué medidas han sido implementadas para asistir los derechos vulnerados de las personas que habitan en los asentamientos, y quiénes son sus beneficiarios. Ello no implica realizar ningún tipo de relevamiento ni investigación de campo, sino simplemente recabar y entregar al accionante la información con que cuenta la Administración Pública local sobre qué acciones ha realizado, en materia social, en los asentamientos mencionados.
El punto 2 del oficio n° 495/07 de la Asesoría Tutelar n° 1 sí requería del Gobierno local la realización —en caso de que aún no haya sido realizado— de un relevamiento social de los grupos familiares que habitan dichos asentamientos, pero los jueces de mérito expresamente rechazaron la solicitud del actor al respecto.

Por lo tanto, el perjuicio que invoca la demandada, que consistiría en verse obligada a realizar una tarea de investigación y censos para el cumplimiento de la manda judicial, no es real. Y la afirmación que realiza en cuanto a que el cumplimiento de la condena resulta de “imposible ejecución por la instancia administrativa de la manera planteada y en el término fijado”, resulta absolutamente dogmática y, en consecuencia, inatendible porque la demandada no aporta una sola explicación que la sustente.
Lo expuesto constituye un argumento adicional para desestimar la presente queja: la ausencia de un requisito común a cualquier recurso, como lo es la existencia de un gravamen concreto y actual resultante de la decisión atacada.

6. Por todo lo expuesto, voto por rechazar la queja. 
El juez Julio B. J. Maier dijo:

1. Adhiero a los desarrollos y al voto de la Señora Jueza del trámite, Ana María Conde, en virtud de los cuales declaró inadmisible el recurso de queja articulado por el GCBA, por no haberse demostrado la existencia de un genuino caso constitucional en estos autos.
2. Es más, el conflicto que plantea el recurrente gira en torno a la interpretación asignable a la ley 104 (norma infraconstitucional) y su aplicación al caso por vía de  amparo, sin lograr establecer la existencia de un conflicto constitucional entre lo resuelto por la Cámara y algún derecho o principio constitucional afectado (cf. “Carrefour Argentina S.A. s/ recurso de queja, exp. nº 131/99, resolución del 23/02/2000, en Constitución y Justicia [Fallos del TSJ], t. II, p. 20 y siguientes).

3. Y aún más: sólo menciono aquí mi posición sobre el motivo ‘arbitrariedad’, mucho más estricta que la comprensión genérica de mis colegas del Tribunal y que la doctrina de la CSJN, creadora del instituto (cf. mis votos en “GCBA s/queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘Farías, María Antonia c/ GCBA s/ empleo público [no cesantía ni exoneración]’”, expte. nº 3565/04, resolución del 26/05/05 y “GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘Lococo, Marcela c/ GCBA s/ empleo público [no cesantía mi exoneración]’”, expte. nº 379205, resolución del 29/06/05) para que se advierta mi imposibilidad, en el caso, de concluir por revocar la sentencia de un tribunal de mérito, en virtud de una tacha meramente argüida.

En razón de todo lo expuesto, voto por rechazar la queja. 

La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo:

1. Comparto la solución que propone la jueza de trámite, Ana María Conde, en el sentido de que corresponde rechazar la queja que dedujera el GCBA a fs. 16/23.

2. Los jueces de la Sala I de la CCAyT no concedieron el recurso de inconstitucionalidad porque consideraron que no lograba exponer un caso constitucional y que la sentencia recurrida no era arbitraria (fs. 57/58).  

3. La quejosa no cumple el recaudo de fundamentación que exige el artículo 33 de la ley nº 402 ya que no critica la resolución de fs. 57/58.

Señala genéricamente (fs. 21 y siguientes) que el auto denegatorio es dogmático y prescinde de los planteos constitucionales que expusiera en el escrito de fs. 1/5, y que reedita en la queja (fs. 19 vuelta/ 21). 

Sin embargo, la lectura del recurso de hecho permite advertir que el eje de la impugnación al auto denegatorio está limitado a expresar la discrepancia del quejoso con la interpretación que la Cámara hiciera de la ley nº 104 de acceso a la información, en especial de su artículo 2º, normativa infraconstitucional aplicable al caso. 
Es requisito necesario de la queja que contenga una crítica concreta, desarrollada y fundada del auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad (“Fantuzzi, José Roberto y otro s/ art. 57 bis —causa nº 665-CC/2000— s/ queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad”, expte. nº 865, resolución del 09 de abril de 2.001, entre otros). Recaudo que no se verifica en autos en atención a las razones que fueron indicadas.
4. Voto, en consecuencia, por rechazar la queja que interpusiera el GCBA a fs. 16/23.

El juez José Osvaldo Casás dijo:

1. Adhiero a los fundamentos y a la solución que propicia en su voto la señora jueza de trámite, doctora Ana María Conde.

2. Más allá del acierto o error del pronunciamiento recurrido, se advierte que los planteos esgrimidos por la parte demandada sólo reflejan una discrepancia con las conclusiones brindadas por la Sala I de la Cámara CAyT a la hora de determinar el alcance de la pretensión objeto del juicio, a partir de la interpretación de una norma infraconstitucional (ley nº 104). 

Por este motivo, entiendo que en el sub examine no se ha logrado demostrar la existencia de un caso constitucional en los términos del art. 27 de la ley n° 402 que habilite esta instancia de excepción. 

3. Sólo resta añadir que las puntuales obligaciones puestas en cabeza del GCBA por la sentencia objetada —informar si se ha efectuado o no un relevamiento de determinados asentamientos y, en caso afirmativo, poner en conocimiento las medidas implementadas para paliar la situación de vulnerabilidad de sus habitantes— no se traducen en un deber de crear o producir información, en caso de no contar con la misma, sino tan sólo de exhibir cualquier tipo de documentación en su poder que permita a la accionante recabar aquellos datos.

En virtud de lo expuesto, el recurso de queja deducido por el GCBA a fs. 16/23 vuelta debe ser rechazado.

Así lo voto.

Por ello, de acuerdo a lo dictaminado por el Sr. Fiscal General Adjunto, 
el Tribunal Superior de Justicia

resuelve:

1. Rechazar la queja interpuesta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.   

2. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamente, se remita este expediente, a la Sala de la Cámara que tomó intervención en el juicio, para que sea agregado a los autos principales.

El juez Luis Francisco Lozano no vota por estar en uso de licencia. 
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